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Se establece cual es el trámite que se realiza en los procesos individuales de 
trabajo, determinando como se desarrolla el juicio en primera instancia, en la Corte 
Provincial de Justicia, y en Casación. Luego se procede a analizar cuáles son 
aquellas regulaciones criticables dentro de dicho proceso, principalmente por 
contradecir al fin justicia y a la seguridad jurídica, por la mera observancia del 
formalismo; y precisamente se procede a establecer que son las formas procesales, 
las formalidades y el formalismo, posteriormente se establece con claridad cual es el 
contenido de la antinomia formalidad procesal y justicia, y por último se señala al 
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El proyecto se denomina:  
 
 
“El Formalismo en el Proceso Laboral Ecuatoriano: Realidad Actual y 




2.-DELIMITACIÓN DEL CONTENIDO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El tema propuesto aborda una problemática que consiste en determinar cuáles son 
aquellos aspectos reguladores del proceso oral laboral ecuatoriano, que constituyen 
una antinomia entre el formalismo procesal y el valor justicia, dicho análisis se 
realizará en torno a una investigación de orden bibliográfica acerca del tema en 
mención, y además una investigación de campo en base a un cuestionario dirigido a 
jueces y funcionarios judiciales de los tres juzgados de primera instancia existentes 
en el cantón Cuenca, además a los servidores judiciales de los Juzgados 
Multicompetentes de los restantes cantones de la Provincia del Azuay, y también a 
los Jueces de la Corte Provincial de Justicia del Azuay, cuestionario que 
básicamente se propondrá encontrar respuestas acerca de que en caso de 
presentarse algún conflicto de orden relevante frente a la ritualidad para la actuación 
de los procesos judiciales y el fin justicia, cuál sería su actuación, y de esta manera 
obtener conclusiones. 
 
Los resultados que se pretenden alcanzar con el tema propuesto son en primer 
lugar uno de orden académico a efectos de encontrar aquellos elementos que 
resuelvan la contradicción entre formalismo y justicia, y el otro efecto quizás un poco 
más ambicioso es alcanzar una reforma legislativa a efectos de que se confiera 
mayores facultades a los jueces, para alcanzar un formalismo valorativo, en el que a 
petición de parte o de oficio, al encontrar uno o mas elementos procesales que 
atenten al valor justicia, puede éste soslayarse  a efectos de aplicar el precepto 




3.- IMPORTANCIA Y JUSTIFICACIÓN 
 
La importancia de este proyecto, desde el punto de vista científico, pretende realizar 
un aporte académico a un tema que no se ha tratado en la doctrina ecuatoriana 
respecto a la posible solución de la antítesis formalidad procesal y justicia, 
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concretamente en materia laboral, pues debo manifestar que si bien existe 
bibliografía referente al tema, ésta es escasa, es únicamente del extranjero y no hay 
un tratamiento especializado respecto a la materia laboral. 
 
Desde la justificación social el producto de la investigación esta encaminado a 
proporcionar efectivamente a la ciudadanía un proceso encaminado a cumplir con el 
leitmotiv del sistema procesal en el Ecuador, así consagrado en la Constitución de la 
República y en el Código Orgánico de la Función Judicial, esto es el alcanzar por un 
lado el valor justicia y, por otro, el valor seguridad jurídica. 
 
Axiológicamente este proyecto además trata de concienciar a los operadores de 
justicia, dentro del marco expresado,  a que asuman nuevos valores, ya que deben 
asumir un compromiso en el que se  supere aquel cumplimiento ciego y autómata de 
las ritualidades procesales, que aunque cómodo, para los servidores judiciales es 





4.1 OBJETIVOS GENERALES 
 
• Realizar una crítica axiológica y jurídica de la normatividad legal y los 
procedimientos regulados en el Código Laboral, respecto a la solución de 
conflictos individuales de trabajo. 
 
 
4.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
• Determinar claramente cuales son aquellos aspectos reguladores del proceso 
laboral que necesariamente deben ser observados y que elementos por ser 
contradictorios a la carga valorativa brindada al sistema procesal en la 
Constitución de la República, deben ser inobservados por los operadores 
judiciales. 
• Descubrir los motivos por los cuales, al menos hasta el momento, pese a la 
normatividad prevista en la Constitución de la República y el Código Orgánico de 
la Función Judicial, los operadores de justicia laboral siguen siendo esclavos de 
las ritualidades procesales, sacrificando el fin justicia. 
• Establecer cuáles son aquellas formalidades procesales que por un lado otorgan 
a los justiciables seguridad jurídica y que, por otro, constituyen un auténtico 
atentado al fin justicia. 
• Realizar las recomendaciones correspondientes con la finalidad de que la 
administración de justicia en materia de conflictos individuales de trabajo, 
efectivamente proporcione seguridad y justicia, abandonando la autómata y 
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5.- FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA 
 
5.1 EL PROCESO LABORAL ECUATORIANO 
 
Uno de los objetivos establecidos por la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) es el del “empleo decente”, pero aquella meta no se podría conseguir si no se 
cuentan con mecanismos suficientes y expeditos de administración de justicia que 
permitan precautelar las condiciones del pleno empleo. En otras palabras, esas 
condiciones se ven directamente afectadas si es que un trabajador o bien no puede 
conservar su empleo ante la acción arbitraria de su empleador, o bien no cuenta con 
los mecanismos suficientes para protegerse anticipadamente de esas 
arbitrariedades. Si la administración de justicia es eficiente y rápida, el empleador 
estará persuadido de no atentar en contra del derecho del trabajador de contar con 
un empleo. En consecuencia, el proceso oral para los conflictos individuales de 
trabajo, debe ser instituido antes que nada con la directa vinculación a la protección 
del “empleo decente” lo cual tiene implicaciones de orden social que se derivan de 
este sistema procesal de litigación. 
 
En una imbricación con lo expuesto, antes de la oralidad, el Ecuador tenía 
establecido como procedimiento el denominado “verbal sumario”, que, en los 
hechos, ciertamente no tenía nada de verbal ni de sumario puesto que las 
diligencias y actuaciones procesales se llevaban a través de mecanismos escritos y 
los términos previstos para este trámite en el Código de Procedimiento Civil, que se 
aplicaba a los procesos laborales, no se cumplían, demorando ostensiblemente la 
administración de justicia y perjudicando en especial a los trabajadores más pobres 
que, por su condición económica, eran lo más afectados por un sistema judicial, que 
en forma alguna podía cumplir con los términos procesales. 
 
Otro tema importante es que hasta antes de la reforma del año 2003, que es cuando 
se instituye el proceso oral laboral para los conflictos individuales de trabajo, los 
procesos de orden laboral no tenían una regulación especial sino que se hallaban 
mas bien subsumidas dentro de lo prescrito para la sustanciación de los juicios 
civiles. 
 
Además que las mentadas reformas tuvieron como objetivo la justicia social dentro 
de un mundo marcado por complejos e intrincados fenómenos económicos, 
políticos, sociales y culturales que demandan de leyes que se adecuen a una 
realidad estructurada por redes y culturas móviles, y que al mismo tiempo tutelen de 
manera efectiva los derechos sociales y garanticen el respeto de los derechos 
fundamentales y propendiendo a erradicar las inequidades que caracterizan al 
decadente mundo contemporáneo.  
 
El juicio oral laboral instituido para la solución de los conflictos individuales de 
trabajo tiene una estructura diferente a la del juicio verbal sumario y, en general, a la 
del juicio escrito; para tener idea de su estructura y funcionamiento, expondré los 
elementos constitutivos de dicho proceso, según lo prescrito por lo previsto desde el 
Art. 568 del Código del Trabajo. 
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Este juicio se desarrolla en tres partes generales: una primera instancia que se 
desarrolla ante el Juez de Trabajo, con jurisdicción provincial, o ante el Juez 
Multicompetente de las respectivas jurisdicciones cantonales, en las que no existe 
un Juez especializado en dicha materia; la segunda instancia que se desarrolla ante 
la Sala Especializada de lo Laboral, Niñez y Adolescencia de la Corte Provincial de 
Justicia; y, el recurso de casación, ante la Sala de lo Laboral y Social de la Corte 
Nacional de Justicia. 
 
5.1.1 LA AUDIENCIA PRELIMINAR DE CONCILIACIÓN, CONTESTACIÓN A 
LA DEMANDA Y FORMULACIÓN DE PRUEBA 
 
Dentro de la estructura del juicio oral laboral en primera instancia, este inicia por la 
presentación de la demanda, luego se procede a su sorteo, después a la calificación 
del libelo dentro del término de dos días posteriores a su recepción en el juzgado, 
luego la citación al demando que debe realizarse en el término de cinco días 
contados desde la calificación de la demanda, optativamente el demandado puede 
señalar casilla judicial, o directamente acudir a la Audiencia Preliminar de 
Conciliación, Contestación a la Demanda y Formulación de Prueba. 
 
En la audiencia preliminar de conciliación, en primer término se procede a su 
instalación, el objeto de esta Audiencia es el de contestar a la demanda, formular 
pruebas y determinar el objeto del juicio. Debe llevarse a efecto en el término de 
quince días contados desde la fecha en que la demanda fue calificada. Cuando se 
cite por la prensa el término rige desde la fecha de la última publicación. Si existiere 
acuerdo en la parte inicial de la Audiencia, el acuerdo será aprobado por el juez en 
el mismo acto mediante sentencia que causará ejecutoria; si no es posible la 
conciliación el demandado debe contestar a la demanda en forma escrita, “sin 
perjuicio de su exposición oral”, pudiendo reconvenir a la pretensión del actor 
siempre que esta fuere conexa, y en caso de existir dicha reconvención el actor en 
la misma audiencia da contestación a la reconvención, definida en forma simple por 
Guillermo Cabanellas Torres como “la demanda del demandado”.  
 
En la misma audiencia se debe solicitar la práctica de pruebas, tales como: 
inspección judicial, exhibición de documentos, peritajes y “cualquier prueba que las 
partes estimen pertinentes”, debiendo considerar que la pertinencia está relacionada 
a la exigencia que hace el Código de Procedimiento Civil, en su Art.116 de que la 
prueba se concrete al asunto y hechos materia del litigio. 
 
 En esta audiencia debe señalarse día y hora para la práctica de dicha prueba que 
deberá tener lugar dentro del término improrrogable de quince días. El solicitante 
deberá fundamentar su pedido en forma verbal o escrita en la misma audiencia. 
Para su realización habrá un solo señalamiento, salvo fuerza mayor o caso fortuito 
debidamente calificados. También se debe solicitar las pruebas que fueren 
necesarias, entre ellas: confesión judicial, juramento deferido y declaraciones de 
testigos con indicación de sus nombres y domicilios, quienes comparecerán previa 
notificación al juez en la Audiencia Definitiva. 
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En esta audiencia preliminar procede la presentación de toda la prueba documental 
o la descripción de su contenido indicando con precisión el lugar exacto donde se 
encuentra y la petición de adoptar las medidas necesarias para incorporarla al 
proceso.  
 
Si en esta audiencia el demandado reconociere la existencia de la relación laboral y 
admitiere que adeuda remuneraciones al trabajador y señalare el monto adeudado, 
el juez, al finalizar la audiencia, de no haber existido acuerdo total entre las partes, 
dispondrá que las remuneraciones adeudadas por ese momento sean pagadas 
provisionalmente al trabajador en un término no mayor de diez días.  
 
En esta audiencia se debe señalar día y hora para la realización de la audiencia 
definitiva que se llevará a cabo en un término no mayor de veinte días contados 
desde la fecha de realización de la audiencia preliminar, se puede diferir esta 
audiencia por una sola vez, a pedido conjunto de las partes, por un término máximo 
de cinco días, el juez tiene la facultad de suspender la audiencia por fuerza mayor o 
caso fortuito. El juez de oficio, puede ordenar la realización de pruebas que estime 
procedentes para establecer la verdad de los hechos materia del juicio. 
 
 
5.1.2.  LA AUDIENCIA DEFINITIVA 
 
En esta audiencia en primer lugar se procede a la instalación de la Audiencia, luego 
la recepción de la confesión judicial, la declaración de testigos, las repreguntas a los 
testigos y la presentación de los alegatos en derecho, se puede presentar prueba de 
carácter documental hasta antes de los alegatos. El juez tiene facultad para 
suspender esta audiencia por fuerza mayor o caso fortuito. 
 
 
5.1.3 LA SENTENCIA 
 
La sentencia debe expedirse en el término de diez días de concluida la Audiencia. Si 
el juez se excediere del término fijado para dictar sentencia, se le impondrá una 
multa equivalente el 2.5%  de su remuneración mensual, por cada día de retraso, y 
procede además la aclaración o ampliación de dicha resolución, la cual debe ser 
despachada en el término de tres días luego de vencido el término de dos días para 
que la contraparte conteste la petición. 
 
 
5.1.4 EL RECURSO DE APELACIÓN 
 
En primer lugar se procede a presentar el recurso, luego de tres días de notificada la 
resolución, manifestando únicamente la inconformidad respecto a la sentencia, 
luego procede de parte del juzgado la concesión del mismo y la consulta cuando 
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5.1.5 ESTRUCTURA DEL JUICIO ORAL LABORAL EN SEGUNDA 
INSTANCIA 
 
Esta instancia se desarrolla ante la Sala Especializada de lo Laboral, Niñez y 
Adolescencia de la respectiva Corte Provincial de Justicia; que debe resolver el 
juicio por el mérito de los autos en el término de veinte días. Se puede disponer de 
oficio la práctica de diligencias, las que deberán tener lugar en el término de seis 
días, pero el término para dictar sentencia no se altera. Si la Sala se excediera del 
término dictado para sentencia, a cada miembro, se le impondrá una multa 
equivalente al 2.5% de la remuneración mensual, por cada día de retraso.  
 
Un tema que resulta importante, es aquel referente a la posibilidad de realizar una 
exposición jurídica del caso en discusión, mediante la Audiencia en Estrados, 
diligencia que al menos en la Sala Especializada de lo Laboral, Niñez y 
Adolescencia de la Corte Provincial de Justicia del Azuay, al solicitar la mentada 
diligencia se acostumbra a negarla en los siguientes términos: “Adjúntese a los 
autos el escrito presentado por N. N, dando atención al mismo, las norma de 
procedimiento laboral para la tramitación de los juicios individuales de trabajo, 
constantes en el Art 573 y siguientes del C. de Trabajo, no prevé la posibilidad de la 
evacuación de una audiencia en estrados, toda vez que, es en la audiencia definitiva 
en donde las partes pueden alegar en derecho.  
 
La Sala tiene constancia de ello por la grabación según los cassetes adjuntos y 
transcripción de los mismos dentro del proceso. Se bien el Art. 6 del C. de Trabajo, 
determina que en lo que no estuviere expresamente prescrito en ese Código, se 
aplicaran las disposiciones del Código Civil y de Procedimiento Civil, dándoles a 
esos cuerpos legales la calidad de normas supletorias, las mismas no pueden 
contradecir a las especiales constantes en el Código Laboral. La audiencia en 
estrados tiene su razón de ser en el campo Civil, por cuanto esa clase de juicios son 
básicamente escritos en tanto que los de trabajo son tramitados mediante el sistema 
oral, adicionalmente se debe tener en cuenta que esta Sala Laboral, es 
estrictamente de apelaciones, resuelve sobre en merito de los autos, por ello la 
razón de la norma prevista en el Art. 1016 del Código de Procedimiento Civil que 
prevé la posibilidad de la audiencia en estrados una vez que ha concluido el término 
probatorio.  
 
Por lo expuesto y teniendo en cuenta el principio de celeridad y el término que tiene 
la Sala para dictar la resolución, se niega lo solicitado.- Notifíquese.”(sic)  Si se 
presentare petición de ampliación o aclaración de la sentencia debe ser despachada 
en el término de tres días luego de vencido el término de dos días para que la 
contraparte conteste. 
 
5.1.6 EL JUICIO ORAL LABORAL EN CASACIÓN 
 
La casación en materia laboral y  las otras materias a excepción de la penal se rigen 
por la Ley de Casación, promulgada el 18 de mayo de 1993. El Código del Trabajo 
en su Art. 613 establece la posibilidad de que se instrumente el recurso de casación 
al señalar “ De las sentencias que dicten las Cortes Superiores (ahora Provinciales)  
   




VICENTE BUSTAMANTE SEGARRA       10 
se podrá presentar recurso de casación para ante la sala de lo Laboral y Social de la 
Corte Suprema de Justicia (ahora Corte Nacional de Justicia)” – el comentario entre 
paréntesis me corresponde-, entonces el recurso debe presentarse ante la Corte 
Provincial para que éste lo remita a la Corte Nacional, siempre y cuando el recurso 
reúna los requisitos formales previstos en el Art. 6 de la Ley de Casación, lo califique 
y admita, considerando siempre lo previsto por los Arts. 4, 7, y 8 de la mentada Ley. 
 
El recurso de Casación debe ser tramitado y resuelto por la Sala de lo Laboral y 
Social de la Corte Nacional de Justicia en el término de noventa días más un día por 
cada cien fojas, (por cada cuerpo) que tenga el proceso.  
 
 
5.2 ASPECTOS CRITICABLES DE DICHO PROCESO 
 
5.2.1 EL ASPECTO DE LA HORA PARA LA INSTALACIÓN DE LAS 
AUDIENCIAS. 
 
Sobre este tema existen dos normas que regulan esta situación en el juicio oral 
laboral, la primera contenida en el artículo  1006 del Código de Procedimiento Civil 
que prescribe:  “Cuando se señale día y hora para que tenga lugar una diligencia 
judicial, se considera que ha incurrido en rebeldía por falta de comparecencia la 
parte que no ha concurrido diez minutos después de la hora fijada”, éste artículo 
tiene aplicación en el juicio laboral por ser el Código Civil y el Código de 
Procedimiento Civil, normas supletorias del Código del Trabajo, por así reconocerlo 
este último cuerpo legal en su artículo 6.  La otra norma que regula el aspecto 
temporal de las Audiencias es aquella contenida en el Art. 580 del Código del 
Trabajo que señala: “Si no asiste el demandado a la Audiencia Preliminar se tendrá 
como negativa pura y simple de los fundamentos de la demanda y se procederá en 
rebeldía…”; el artículo citado del código adjetivo civil, al decir de algún profesor 
universitario “constituye la positivización de la impuntualidad”; pero el aspecto que 
realmente trasciende en este tema va más allá, así si no se llega hasta diez minutos 
después de la hora señalada para el caso de la Audiencia Preliminar de 
Conciliación, Contestación a la Demanda, y Formulación de Prueba, si se trata de 
actor o del demandado aquellos  no podrían en primer lugar proponer una fórmula 
de arreglo que ponga fin al litigio de una manera pronta y efectiva, como sucedería 
si llega al acuerdo conciliatorio; pero lo más grave resultaría el hecho de que no 
podría ni practicar, ni pedir, ni anunciar ninguna prueba que acredite sus 
alegaciones expresadas en el libelo inicial.  
 
En la Audiencia Definitiva, la inasistencia de cualquiera de las partes se halla 
regulada según el cuarto inciso del Art. 581 del Código del Trabajo, de la siguiente 
forma: “En caso de inasistencia a la Audiencia de una de las partes se procederá en 
rebeldía…” igualmente la trascendencia de esta regulación es mas profunda, por 
cuanto la parte procesal que no llegare a la hora señalada se vería absolutamente 
imposibilitada de presentar a sus testigos, repreguntar a los testigos de la otra parte, 
y en caso de que se haya pedido que rinda confesión judicial, obrará la figura de la 
confesión ficta, con efectos harto perjudiciales a las pretensiones de aquella parte 
procesal, y también se vería imposibilitada de presentar aquellos documentos 
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anunciados en la audiencia preliminar, entonces ser vería afectada por este 
formalismo el valor justicia. 
 
Es en esta circunstancia en donde debemos profundizar el estudio de hasta donde 
sería licito para el juez, el permitir que la parte que llegó atrasada a la diligencia 
puede tomar la misma en el punto que esta audiencia se  haya desarrollado, no es 
que esta parte de la investigación constituya un panagerismo a la impuntualidad, 
sino mas bien hacer prevalecer a la justicia por sobre el rigor formal que consagran 
las normas legales citadas. 
 
 
5.2.2. LA OBLIGACIÓN DE PORTAR EL CERTIFICADO DE VOTACIÓN PARA 
LA RECEPCIÓN DE LA CONFESIÓN JUDICIAL Y LA PRUEBA TESTIMONIAL 
 
A efectos de que se profundice la participación en los procesos eleccionarios es que 
el actual Consejo Nacional Electoral, ha enviado sendas comunicaciones a la gran 
mayoría de entidades públicas principalmente, a efectos de que los ciudadanos que 
acuden a las dependencias públicas presenten el certificado de votación previo a 
realizar cualquier trámite en el sector público. El ejercicio obligatorio de la 
participación política, no es tema de esta investigación, pero observamos que la falta 
del certificado de votación impide que la persona que ha sido requerida para una 
confesión judicial pueda rendirla y la confesión judicial adquirirá el carácter de ficta, 
cuyo valor probatorio queda enteramente al criterio del juez, pues así lo señala el 
Art. 135 del Código de Procedimiento Civil en su primer inciso.  
 
En el tema de la declaración de testigos, similar situación ocurre que en la confesión 
judicial, así el testigo que acude a la Audiencia Definitiva pese a reunir condiciones 
de idoneidad, no puede rendir su testimonio, por no portar el certificado de votación. 
 
Este es otro de los casos en que se acentúa el sacrificio de la justicia por una mera 
formalidad, pues como podemos obtener sentencias justas, con confesiones fictas, o 
imposibilitar que rinda testimonio un testigo que a lo mejor puede ser clave, pero que 
por carecer de dicho documento no puede deponer al interrogatorio que se le 
presente. En esta parte de la investigación vemos que el juez y los auxiliares no 
deberían exigir este requisito; primero porque es un atentado a la justicia y, 
segundo, porque en la practica si por parte del Estado se quiere incentivar la 
participación ciudadana en los procesos de elección popular,  en las otras 
instituciones del Estado se  exige a los ciudadanos portar el certificado de votación, 
pero en la función judicial no debería acontecer aquello, porque en sus manos están 




5.2.3 LA IMPOSIBILIDAD DE QUE ACTUEN DISTINSTOS TESTIGOS DE 
AQUELLOS NOMINADOS EN LA AUDIENCIA PRELIMINAR 
 
El rigor del proceso oral laboral no permite que en la Audiencia Definitiva actúen 
testigos distintos de aquellos nominados en la Audiencia Preliminar, en base a un 
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principio conocido como de lealtad procesal, pues la otra parte contra la cual se 
pretende hacer valer el testimonio tuviera el tiempo necesario para analizar alguna 
situación, en la que por ejemplo un testigo no idóneo este por rendir un testimonio 
que mas bien induciría al error al juzgador. Digamos que esta es la justificación 
plausible que se así se lo haya instituido dentro del proceso oral laboral, pero la 
interrogante que surge es que pasaría si por ejemplo una parte presenta solo dos 
testigos, el uno fallece y el otro no puede acudir, significa entonces que la parte que 
sufrió esta calamidad se vería privada de toda prueba testimonial. El rigor del 
formalismo procesal en esta parte debería atenuarse a efectos de que con 
motivación suficiente, y con traslado a la parte contraria, y a efectos de que no se 
atente al principio de lealtad procesal se pueda receptar el testimonio de testigos no 
anunciados, para no privar de una prueba que en el caso del despido intempestivo 
por ejemplo, es junto con la confesión judicial las únicas pruebas de dicha situación. 
La investigación abordará hasta donde no se vería afectado el principio de lealtad 
procesal permitiendo que deponga el interrogatorio un testigo no anunciado en la 





5.2.4 LA NECESIDAD INEXCUSABLE DE QUE SEA EL EMPLEADOR Y EL 
TRABAJADOR LOS QUE PERSONALMENTE RINDAN LA CONFESIÓN 
JUDICIAL 
 
El Código de Procedimiento Civil, en su Art. 141 reconoce que “también hace 
prueba la confesión prestada en juicio por medio de apoderado legítimamente 
constituido o de representante legal”, sin embargo y como disposición especial el 
Art. 581 del Código de Trabajo dispone que: “La audiencia definitiva será pública, 
presidida por el juez de la causa con la presencia de las partes y sus abogados, así 
como de los testigos que fueran a rendir sus declaraciones…” Esta última 
disposición ha sido la que ha impedido que haya la posibilidad de que ni siquiera se 
recepte la confesión judicial de un apoderado o procurador judicial, dejando que el 
contenido de la confesión obtenga el carácter de ficta con los efectos arriba 
señalados. Debería en pro de la justeza de una sentencia que se pueda receptar la 
confesión judicial de un procurador judicial o apoderado, con la consecuencia de 
que quien no asiste y delega esta situación puede en efecto obtener alguna 
situación desfavorable a sus pretensiones o excepciones, pero de ahí a impedir que 
el procurador judicial o apoderado rinda la confesión judicial constituye otro rigor 
procesal inconducente a los fines del sistema procesal ya enunciados. 
 
5.2.5 LA PRESENTACIÓN DE PRUEBAS ES DIFUSA 
 
La ley que introdujo el proceso oral para la resolución de los conflictos individuales 
de trabajo, no estructuró un proceso típico oral; sin salirse de los lineamientos 
típicos del juicio verbal sumario, le introdujo el sistema de la doble audiencia, por lo 
que se dice doctrinariamente que en este proceso no es sino el mismo juicio verbal 
sumario al que se lo ha reformado introduciéndole un nuevo sistema de audiencias y 
   




VICENTE BUSTAMANTE SEGARRA       13 
disponiendo que la prueba se la tramite en forma difusa tanto en la Audiencia 
Preliminar como en la Audiencia Definitiva y aún hasta antes de los Alegatos. 
 
El proceso instituido para los procesos individuales de trabajo, adolece de un grave 
defecto en lo relacionado con la prueba, pues los períodos para solicitarla y para 
actuarla son difusos, puesto que, se la debe pedir, y presentar la prueba 
documental, en la audiencia preliminar; una parte de la prueba se la practica en el 
período entre la Audiencia Preliminar y la Audiencia Definitiva y, el resto, en esta 
última; aún antes de los alegatos se puede entregar prueba documental.  Lo ideal 
hubiera sido que se faculte a las partes solicitar la prueba en la Audiencia Preliminar 
y que se la practique en un solo período: durante el desarrollo de la Audiencia 
Definitiva. 
 
Esta forma difusa de petición y de práctica de la prueba desordena el procedimiento 
oral laboral y, en varios casos, puede provocar confusión a las partes procesales, lo 
que daría lugar a su indefensión. 
 
En cambio el período concentrado de petición y de práctica de la prueba es lo 
óptimo porque armoniza el procedimiento, lo ordena y las partes pueden hacer uso 
de él sin duda y sin equivocación alguna. 
 
 
5.3 FORMA, FORMALIDAD Y FORMALISMO 
 
En este tema resaltan dos cuestiones elementales pero que no se resuelven 
satisfactoriamente el problema planteado, el primero, que considera al derecho 
procesal en general como una forma de realización del derecho material, el segundo 
tiene que ver por considerar a los actos procesales como semejante a los actos 
jurídicos derivados del derecho material, en el que para la existencia y validez se 
distinguen dos categorías de requisitos, la primera categoría compuesta por 
aquellos elementos de la existencia del acto, y la segunda categoría por el 
envoltorio, por la manera en que deben respetarse para conseguir su configuración 
plena y que está ligada al aspecto de las formas.  
 
Las dos ideas han sido superadas, puesto que ya no existe la tesis monista del 
derecho, ahora prevalece la dualidad deontológica o existencial entre el derecho 
sustantivo y el derecho adjetivo, pues se concibe que cada uno de ellos tiene 
finalidades disimiles aunque no contradictorias, así por ejemplo el derecho adjetivo 
per se, su sola realización configura la existencia de la institución jurídica del debido 
proceso, considerado como un derecho fundamental, he aquí entonces que no todo 
el derecho adjetivo es mera forma o instrumento del derecho sustantivo. La segunda 
idea es también superada, pues en base a la consideración anterior en la que ya no 
se subsume como subordinada la existencia del derecho procesal, no se debe 
trasladar en forma automática los mismos requisitos de los actos jurídicos del 
derecho sustantivo a los del derecho adjetivo, porque en el negocio jurídico, en la 
ley o en el propio acto jurídico procesal la sustancia no llega a manifestarse sin la 
forma y no existe por sí en el mundo del derecho, en la hipótesis del proceso, no 
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obstante ya existe una sustancia manifestada de manera autónoma en el mundo 
jurídico, inclusive antes del reconocimiento de la existencia del derecho material. 
 
Sin embargo los apologistas del formalismo que han sido también defensores del 
Estado Legalista de los Derechos, siempre traen a colación en el debate jurídico, 
aunque erróneamente razonamientos como los de Montesquieu quien manifestaba 
que “las formas procesales son el precio que el ciudadano debe pagar por su 
libertad” o aquel de Piero Calamandrei, que manifestaba: “siendo la certeza el 
carácter esencial del derecho, las partes deben conocer cuáles son los actos que 
deben realizar para obtener los fines que persiguen, lo mismo que su forma, ante 
que funcionario, y en que tiempo y sitio deben celebrarlos. Además el establecer la 
ley cierto orden y cierto método para el proceso, respecto a los actos de las partes y 
del juez, se aseguran los principios del contradictorio y de la igualdad de las partes 
en el juicio, de manera que, en realidad se trata de una preciosa garantía de los 
derechos y libertades individuales”, son excelentes razonamientos para una época 
en la que se quería salir de la arbitrariedad monárquica, en la que si era necesario 
que ese caprichoso actuar de los jueces, este maniatado por la Ley, y solo a ésta, 
se  sujete su actuación. Pero en las actuales condiciones del derecho se vuelve 
necesario otorgar mayor poder al juez, situación que detalladamente analizaremos 
en el siguiente punto de este proyecto, denominado “el activismo judicial”. 
 
La forma en sentido estricto es el envoltorio del acto procesal, la manera como éste 
debe exteriorizarse, se trata, por tanto del conjunto de signos por los cuales la 
voluntad se manifiesta y de los requisitos a ser observados en su celebración, 
añadiéndose además del medio de expresión lingüístico (conjunto de signos), 
circunstancias que tienen que ver con el lugar y tiempo en que se realiza el acto 
procesal.  
 
Para avanzar hacia la concepción de lo que son las formalidades, observamos que 
los elementos enunciados en el párrafo anterior, son  condiciones que no 
constituyen elementos intrínsecos del acto procesal, por lo que son circunstancias 
que, por delimitar los poderes de los sujetos procesales y organizar el proceso 
integran el formalismo procesal, pero no la forma en sentido estricto, precisamente 
constituyen las formalidades consideradas como acto, hecho o plazo previstos por 
una norma general a fin de condicionar el ejercicio de las funciones de un órgano o 
de un sujeto procesal. 
 
En sentido amplio las existencia de formalidades se muestran mas extensas e 
inclusive indispensables, porque contienen la idea del proceso como organización 
del desorden, otorgando previsibilidad a todo el procedimiento, caso contrario, el 
litigio desembocaría en una disputa desordenada, sin límites o garantías para las 
partes, no habría limitación alguna al poder de los jueces, y ello conllevaría a la 
diversidad e inclusive contradicción de resoluciones, pese a tener antecedentes 
fácticos similares, situación entonces que, en conjunto llevaría a la falta de 
seguridad jurídica.  
 
El formalismo se cataloga más bien como aquel conjunto de circunstancias ajenas a 
los fines de un sistema procesal determinado, que carecen de objetivos y valores en 
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su exigencia y realización, que exige la forma por la forma, que imponen una burda 
y mecanicista aplicación de las normas procesales, y que conllevan a que los jueces 
sean a lo mucho -en palabras de Montesquieu-  “bocas de la ley”, cuando en el 
estado constitucional de los derechos y justicia ahora requerimos de que todo el 
sistema procesal, constituya –como lo sostiene Miguel Carbonell- “el cerebro y los 
brazos de la Constitución y la Ley”. 
 
En definitiva, la forma y la formalidad no constituye un elemento negativo, mas bien 
es uno de los elementos que sirven para la existencia de la entelequia seguridad 
jurídica, pero se tiene también presente la necesidad de que el proceso se organice 
de modo que haga coincidir autoridad y justicia, ya que la justicia, al final es lo 
fundamental, todo el resto, aunque importante, se relativiza ante los fines del Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia. 
 
Por lo que la nueva fase por la que el derecho procesal, y en especial aquel que se 
halla vinculado con la órbita del derecho social como es en efecto el derecho del 
trabajo, debe superar el mero instrumentalismo para ingresar al formalismo 
valorativo, es decir que los jueces en pro de la justicia deben analizar en cada 
situación concreta del proceso, si la ritualidad o formalidad de un acto procesal 
constituyen o no un elemento que sirva para garantizar un sistema procesal  justo y 
válido.  
 
La formalidad valorativa de un proceso, se agota en analizar en primer lugar las 
cuestiones de procedibilidad, y estas están vinculados con el ejercicio de una 
acción, por ejemplo los elementos que debe contener necesariamente una 
demanda, porque permite conocer el sujeto activo de la pretensión, al sujeto pasivo, 
los fundamentos fácticos y jurídicos, que son material necesario de la sentencia, el 
domicilio judicial para notificación y el lugar que debe señalarse a efectos de que el 
demandado aporte su acervo fáctico y jurídico, ejerza su defensa, se muestre de 
cuerpo entero el principio del contradictorio, y aquellas situaciones especiales, que 
necesariamente deben observarse, por ejemplo la necesidad de un título ejecutivo 
para el juicio ejecutivo, la necesaria existencia de comunicaciones escritas de los 
intervinientes en un proceso de arbitraje, la existencia de una minuta en los 
procesos de pago por consignación, etc.  El siguiente punto de análisis tiene que ver 
con la capacidad, que en el órgano judicial se agota en la jurisdicción y en la 
competencia, y en las partes procesales la capacidad para comparecer en juicio y la 
capacidad legal. Las demás situaciones que se exigirían, como ejemplo citado en 
los puntos críticos del proceso laboral, en efecto constituirían parte del formalismo 
con su carga peyorativa e inicua ya demostrada. 
 
En conclusión entonces, formalidad e informalidad están íntimamente vinculados, de 
modo que la informalidad excesiva, al permitir o facilitar el ejercicio ilimitado de la 
autoridad por el órgano judicial, no concurre necesariamente hacia la justicia, en 
tanto que el formalismo excesivo, aunque en principio pueda servir de contención al 
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5.4 EL ACTIVISMO JUDICIAL 
 
En la perspectiva del neoconstitucionalismo inaugurado en nuestro país a raíz de la 
expedición de la Constitución de octubre del 2008, el juez no solamente es un 
intérprete  o un simple aplicador del derecho, ante todo, ha devenido en un creador 
del mismo. Esta facultad es apenas corolario de su específica función jurisdiccional. 
Es más, la naturaleza que distingue al juez respecto del resto de los poderes 
constituidos es precisamente la facultad de crear normas jurídicas espacialísimas, 
así lo manifiesta la autora colombiana Beatriz Helena Quintero, con estos términos: 
“la tarea que materializa la sentencia jurisdiccional es la de hacer nacer en el 
ordenamiento jurídico positivo una nueva norma jurídica sustancial, concreta e 
individualizada que es la que en lo sucesivo va  a regir la situación que antes era 
conflictiva.(…)Solamente la sentencia jurisdiccional puede hacer nacer un derecho 
que no se tenía o hacer desaparecer uno que existía”. Otro autor, Zagrebelsky, dice 
que con el nueva paradigma constitucional son los jueces y ya no los legisladores 
los “señores del derecho”, y eso a todas luces es cierto, pues si aceptamos la tesis 
de la maestra colombiana, la actividad jurisdiccional constituye una función que es 
capaz de completar todo el ordenamiento jurídico, por sobre la actividad legislativa 
básicamente porque es el juez quien esta presente en las circunstancias fácticas 
particularizadas en cada caso concreto, en tanto el legislador señala un supuesto de 
hecho ampliamente generalizado, y lo que es más en una época determinada, lo 
que hace que su previsión quede muy pronto anacrónica, por lo que es el juez quien 
puede responder más ágilmente a las situaciones no reguladas, o caducamente 
reguladas en la Ley. 
 
A más de ello las leyes no reglamentan todo, tienen muchas lagunas, no observan 
todos los problemas, ahora bien, los jueces deben siempre “decir el derecho”, 
cuando se les presente una petición con ese motivo no pueden refugiarse en el non 
liquet, para abstenerse de juzgar. Por lo tanto cuando los textos guardan silencio, 
los jueces están obligados a elaborar ellos mismos la solución jurídica ilustrándose 
en las tradiciones, en los trabajos preparatorios de las leyes, sobre todo en los 
principios generales del derecho, en la toma de decisiones, luego su actividad no es 
de mera interpretación, por lo que en muchas ocasiones el remedio judicial precede 
al legislado,  por lo que el falso principio positivista acerca de que las sentencias de 
los jueces no crean, sino, que tan sólo declaran derechos, ha venido a ser revaluado 
de fondo, gracias a los postulados atrevidos que desde el nuevo paradigma se 
hacen por los doctrinarios y por el eco que esta realización doctrinaria ha tenido 
aplicación  en los tribunales constitucionales europeos. 
 
La constitución de la república en países como el nuestro, aunque resulte 
desalentador comprenderlo es una carta aspiracional, justificadamente utópica, que 
no puede darse el lujo de ser interpretada de forma conservadora, como la 
norteamericana o la de un Estado rico y desarrollado, la nuestra debe estimular la 
superación de un Estado de cosas deplorable, y en el campo de la administración 
de justicia la constitución será una realidad viva cuando todos la hagamos eficaz y a 
“los jueces les corresponde sobre todo la noble tarea de dotarla de eficacia y a ellos 
incumbe su interpretación”.  
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En el nuevo paradigma constitucional, es entonces la actuación de los jueces la que 
va construyendo el derecho, y a la hora de enfocar el tema de las formalidad 
procesal, encontramos una indisoluble relación, puesto que el juez es el director 
jurídico del proceso y director del juzgado a su cargo, puede en el proceso oral 
laboral que estudio establecer en efecto que si hay una situación conflictiva entre la 
forma y la justicia, soslayarse y convertirse de esta forma en creador del derecho, y 
no en esclavo de la ley. 
 
En la doctrina nacional se ha dicho que en el proceso laboral ecuatoriano,  el juez 
tiene un poder muy limitado que se reduce a darle el curso al proceso y a dirimirlo 
en sentencia al finalizar el mismo, su actuación es pasiva, de mera expectación. En 
cambio, en el proceso oral, configurado en otras naciones, como por ejemplo el 
Código de Procedimiento Civil Alemán (ZPO) la función del juez es principal y 
dinámica y a esta nueva función también debe corresponderle nuevos y más 
poderes a fin de que el juzgador pueda desempeñar una función protagónica y 
eficaz. 
 
En términos generales recordamos que el juicio oral, y especialmente, el juicio oral 
laboral, no es una cosa muerta, sino un ser vivo, que se hace diariamente con la 
intervención activa de las partes procesales y del juez; éste, ahora debe descender 
de su pedestal desde el cual miraba impávido la contienda para ubicarse al mismo 
nivel en la arena judicial, porque cumple el rol de dirección del proceso y, como tal, 
debe adoptar las medidas adecuadas para abreviarlo y para que se cristalice la 




5.5 LA ANTINOMIA FORMALIDAD PROCESAL Y JUSTICIA 
 
 
Como se observa a lo largo del desarrollo de este marco teórico, la formalidad esta 
prevista de un poder ordenador que restringe el arbitrio judicial, promueve la 
igualdad de las partes y otorga mayor eficiencia al proceso, todo con miras a 
incentivar la justicia del proveimiento judicial; sin embargo y pesar de ello aparece 
de cuerpo entero la antinomia, puesto que siendo el fin de la formalidad procesal la 
realización del derecho, el exceso de formalidades, conlleva al mismo tiempo el 
riesgo de aniquilar el propio derecho. Hegel, en su obra: “Principios de la Filosofía 
del Derecho, estableció el contenido de esta antinomia con los siguientes términos: 
“un Tribunal debe tener el poder de decidir sobre el caso concreto sin atenerse a las 
formas del procedimiento jurídico y, en particular, a medios de prueba objetivos, los 
cuales pueden ser recogidos legalmente, juzgándose según el interés particular del 
caso concreto como tal, y no ya de una disposición legal de contenido general”. 
 
Como se ve, la clave del problema consiste en la posibilidad de que el poder 
organizador, ordenador y disciplinario de la formalidad, que deviene en formalismo, 
en vez de servir a la realización del derecho, contribuye  al aniquilamiento del propio 
derecho o a un retraso irrazonable en la solución del litigio. En este caso entonces, 
la formalidad deja de constituir una herramienta útil para otorgar seguridad jurídica, y 
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para la justicia material y pasa a ser su verdugo; en vez de propiciar una solución 
rápida y eficaz del proceso, contribuye a la extinción de éste sin juzgamiento del 
mérito, impidiendo el sistema procesal alcanzar su fin esencial.  
 
Entonces en primer plano se coloca la discusión hasta qué punto es posible aceptar, 
o no, una visión rígida  y rigurosa de la formalidad procesal y, al mismo tiempo, la 
problemática de la investigación y búsqueda de soluciones para el antagonismo 
entre valores en conflicto. En esta perspectiva, el proceso no sirve solamente para la 
elaboración de una decisión, ni ésta se legitima sólo por haber sido impuesta según 
los cánones del rito, sino también por haber hecho justicia, también se realza la 
importancia el hecho de que en cada legislación se otorgue a los jueces un papel 
determinado, en virtud del nuevo paradigma neoconstitucional se manifiesta en el 
sentido de liberar al órgano judicial de las ataduras formalistas, otorgándole a los 
jueces un papel activo en la dirección del instrumento procesal y en la búsqueda de 
la verdad fáctica y su valoración en tanto, al mismo tiempo, procura intensificar los 
poderes de las partes y ampliar sus garantías, de manera que el proceso ya no sea 
sólo una cosa de las partes ni del juez, sino un valor de la sociedad como un todo, 
en definitiva, en materia procesal el activismo e inclusive la postura cooperativa del 
juez constituyen hoy un fenómeno prácticamente  irreversible, y en la historia del 
Derecho Procesal, se revela que no es la pasividad del órgano judicial la manera 
más eficiente de obtener los resultados del propio proceso, otra arista del problema 
se evidencia en que de parte del órgano judicial existe una constante actividad en 
torno a los juicios a su cargo, pero con la incapacidad de previsión por la ley de la 
hipótesis posibles con la generalidad de la regla y aún con factores fácticos inciertos 
e inconstantes, agravado por los diversos grados de capacidad personal, tanto en la 
recolección del material probatorio como en su selección y valoración, lo cual 
evidencia de forma bastante clara los riesgos siempre presentes de estar presente 
la antinomia, y aún más el problema se acentúa en el tránsito de lo abstracto a lo 
concreto, cuando se pueden crear situaciones límite, no previstas expresamente por 
la Ley, capaces de romper con el sentimiento de justicia. 
 
Pero es el atávico modo de actuar de nuestros órganos judiciales, el que más 
resistencia ofrece para una solución positiva a la antítesis planteada, en primer lugar 
no porque se opere una revolución jurídica como aquella operada a partir de la 
expedición de la nueva constitución en octubre del 2008, per sé, opera una 
revolución cultural en los operadores de justicia, y en segundo lugar porque el hecho 
de actuar apegado al formalismo, genera antes que nada la seguridad del puesto (y 
eso es lo más importante) y evita cualquier sanción del Consejo Nacional de la 
Judicatura, con lo que cualquier situación teleológica del sistema procesal, deja 
tener preponderancia ante la situación descrita. 
 
En el derecho comparado, la solución más acertada a la antinomia formalidad y 
justicia, es aquella planteada y de alguna manera resuelta por el Derecho Suizo, 
que si bien en el derecho constitucional suizo, no hay una garantía tan explícita 
como aquella prevista en el artículo 169 de la constitución ecuatoriana, ellos 
encuentran solución a la antinomia a partir del precepto que garantiza la igualdad en 
su artículo 4, considerando indispensable la observancia de formas y plazos 
procesales para el desarrollo regular y en pie de igualdad del proceso, la 
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jurisprudencia sustenta, desde 1955, que estos requisitos deben contribuir a 
garantizar una rápida y efectiva tutela jurídica y que el rigor formal se transforma en 
denegación de justicia si el órgano judicial recurriendo a una regla pertinente al 
plazo o a la forma, sucumbe a la tentación de facilitar el trabajo el formalismo 
excesivo es vislumbrado como una denegación de justicia sino es impuesto para la 
protección de algún interés cuando comprometa, de manera insustentable, la 
aplicación del derecho material. Se combaten, de esta forma, los actos judiciales 
arbitrarios, considerados tales los no basados en argumentos serios ni objetivos, sin 
ningún sentido o finalidad razonable, o que se realicen una distinción no amparada 
en los hechos de la causa. También se considera arbitraria la violación manifiesta de 
una regla de derecho o de un principio de derecho claro e incontestable o si el acto 
criticado contradice de manera violenta el sentido de justicia. 
 
De  la jurisprudencia contra el arbitrio en el establecimiento y aplicación del derecho 
se distingue la jurisprudencia contra la denegación de justicia, pues ésta 
desenvuelve, en parte, un criterio positivo propio y no fiscaliza solamente la 
existencia de un fundamento razonable para la decisión. 
 
Conforme a la práctica del Tribunal Suizo, denegación de justicia significa retención 
fáctica o demora en la emisión de una decisión debida por la autoridad o en la 
realización del procedimiento. A esta determinación conceptual, no obstante, la 
jurisprudencia asoció una concreción amplia y múltiple, como por ejemplo la 
denegación de competencia, la imposición de presentar ciertos documentos, la 
negativa a realizar actos procesales, la inobservancia del principio non bis in ídem, 
la expedición de una sentencia por parte de un tribunal ilegalmente nombrado, etc. 
 
 Algunos ejemplos tomados de la jurisprudencia del tribunal federal, suizo donde se 
consideró configurado un formalismo excesivo son: el rechazo de un pedido enviado 
por correo el último día y recibido por la autoridad judicial a destiempo, la 
denegatoria del recurso interpuesto por personas sin poder que conste por escrito, 
la inadmisibilidad de la pericia de sangre, luego de que ha sido revelado su 
importancia por el desarrollo de la controversia; el rechazo del recurso que no 
acompañe copia certificada de la decisión impugnada. Cabe observar, que en estas 
hipótesis la adopción del concepto formalismo excesivo, como informa también la 
jurisprudencia del tribunal federal proviene de la circunstancia de tratarse de 
formalidades no previstas o prescritas por la ley sin declaración expresa de que la 
validez del acto depende de la formalidad. Además, el formalismo excesivo se 
entiende configurado cuando la formalidad a pesar de estar prevista en la ley, se 
revela como una emboscada procesal. 
 
En general el marco teórico así expuesto, tiene su descargo en el sentido de 
exponer en primer lugar el desarrollo del proceso oral laboral ecuatoriano, el que 
pese a ser ampliamente defendido en la doctrina ecuatoriana como aquel que más 
se encuentra vinculado con los principios constitucionales rectores del sistema 
procesal y la administración de justicia, revela algunas falencias como aquellas que 
expusimos,  como elementos que demuestran de cuerpo entero que en seno existe 
elementos configurativos de la antinomia formalidad y justicia que nos propusimos 
exponer, lo cual va de la mano con entender una clara distinción entre forma, 
   




VICENTE BUSTAMANTE SEGARRA       20 
formalidad y formalismo; y establecidos los elementos de la antítesis formalidad y 
justicia, podemos hallar la solución a partir de morigerar la rigurosidad del rito 
procesal de los operadores de justicia, autorizados si quisiéramos decirlo así, por 
uno de los elementos del neoconstitucionalismo, el activismo judicial o el papel 
activo y discrecional de los jueces en los procesos sometidos a su conocimiento.  
Creo que de esta forma se halla explicitada de forma suficiente las coordenadas, o 
ejes temáticos del proyecto de investigación que me propongo realizar. 
 
6.- PROCEDIMIENTOS METODOLÓGICOS 
 
Para el desarrollo y cumplimiento del presente trabajo la metodología a utilizar será 
de orden cualitativa y de orden cuantitativa, la de orden cualitativa  es la pretensión 
de este trabajo determinar si en el momento de tratar de resolver los conflictos 
individuales de trabajo mediante la justicia ordinaria, es lícito para los jueces y 
servidores judiciales soslayar el rigor del formalismo procesal en pro de la justicia, 
pero para ello es necesario establecer una reforma legislativa que garantice a los 
servidores judiciales que no habrá sanciones por morigerar las formalidades en pro 
de la justicia; pero para alcanzar tal particular se requiere que de rigor se analicen 
exhaustivamente las normas que respecto de este tema se encuentran en el Código 
del Trabajo, en el Código Orgánico de la Función Judicial, Código de Procedimiento 
Civil, y la Constitución de la República. En el aspecto cualitativo de la investigación, 
un soporte muy importante para el desarrollo de  nuestro trabajo será, 
indudablemente, la escasísima bibliografía existente en el país, y la del extranjero, 
que nos servirá básicamente, para apuntalar con la doctrina, los criterios que nos 
permitan ampliar cada uno de los tópicos  que esperamos tratar con la profundidad 
académica que el tema planteado demanda. 
 
En el aspecto cuantitativo se espera obtener datos a partir de cuestionarios dirigidos 
a los servidores judiciales que actúan en materia laboral, a fin de entender cuál es la 
predisposición de dichos servidores públicos para contribuir al fin de justicia a fin de 
eliminar del sistema procesal meras formalidades carentes del valor justicia y los 
temores que despierta el actuar de una forma revolucionaria, pero sintonizada en 
forma plena con los fines del sistema procesal en el Ecuador. 
 
 
7.- ESQUEMA TENTATIVO 
 
“El Formalismo en el Proceso Laboral Ecuatoriano: Realidad Actual y 





Generalidades del proceso oral laboral 
 
1.1. Antecedentes para la implementación del proceso oral para los procesos 
judiciales para la resolución de los conflictos individuales de trabajo. 
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1.2. La actual forma de actuación de los jueces y auxiliares de justicia, 
respecto de la tramitación de los procesos individuales de trabajo. 
1.3. La tramitación del los procesos orales ante el Juez de Trabajo o ante el 
Juez Multicompetente. 
1.4. El proceso oral laboral en su tramitación ante la Sala Especializada de la 
materia en la Corte Provincial de Justicia 




Las formas, la formalidad y el formalismo 
 
2.1. Concepto de formas, formalidad y formalismo 
2.2.  La antinomia formalidad procesal y justicia 
2.3.  La soluciones del derecho extranjero a la antinomia formalidad     procesal y 
justicia 
2.4.  El activismo judicial como forma de solución a la antinomia formalidad 
procesal y justicia. 
 
Capítulo III 
Aspectos meramente formalistas y antitéticos del fin  justicia dentro  del 
proceso laboral 
 
3.1. El aspecto de la hora para la instalación de las Audiencias. 
3.2. La obligación de portar el certificado de votación para la recepción de la 
confesión judicial y la prueba testimonial. 
3.3. La imposibilidad de que actúen testigos distintos a aquellos nominados por 
las partes en la Audiencia Preliminar.  
3.4.  La necesidad inexcusable de que el empleador y el trabajador, 
PERSONALMENTE, rindan confesión judicial. 







8.- CRONOGRAMA TENTATIVO DE ACTIVIDADES 
 
 
Fecha de inicio: 7 de marzo del 2011 
Fecha de conclusión: 8 de agosto del 2011 
De acuerdo al detalle siguiente: 
Actividad       Duración en semanas 
Elaboración del diseño de tesis     Una semana 
Selección Bibliográfica      Dos semanas 
Recolección de Información     Cinco semanas 
Análisis de Información      Cinco semanas 
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Redacción del Primer Borrador     Cinco semanas 
Correcciones        Una semana 
Informe Final o Presentación     Una semana 
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